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			PRÓLOGO

			Los sistemas de previsión social giran en nuestro ordenamiento en torno a dos ejes o pilares. Un eje hasta ahora central, la Seguridad Social, que constituye un sistema de previsión social obligatorio —con la excepción de las mutuas de determinadas profesiones liberales dependientes de colegios profesionales—, básico y de carácter público, necesario para garantizar el Estado de bienestar ante determinadas situaciones de necesidad —enfermedad, jubilación, fallecimiento, desempleo…—. Y un eje secundario, pero cada vez más importante, la previsión social complementaria, de carácter voluntario y no sustitutivo de la Seguridad Social, que permite ampliar la cobertura económica de esta frente a las mismas u otras contingencias y que ofrece múltiples opciones. Especialmente, en un tiempo en el que, para garantizar la sostenibilidad financiera del sistema, las tendencias del régimen público se orientan hacia un endurecimiento progresivo de los requisitos de acceso a las prestaciones, una minoración de su cuantía y una pérdida del poder adquisitivo.

			La Seguridad Social pública ha sido una materia objeto de tratamiento abundante por parte de los manuales. Pero parece también preciso estudiar con el mismo rigor académico mecanismos de protección social de corte profesional e instituciones e instrumentos privados que pueden contribuir a la mejora de la protección de las personas trabajadoras. La importancia creciente de estos mecanismos de previsión social complementaria se atisba en los planes de estudios de titulaciones de grado y máster, especialmente vinculadas a las relaciones laborales y los recursos humanos, en los que se incluyen asignaturas de Seguridad Social complementaria. Ese interés progresivo en la materia contrasta, sin embargo, con la inexistencia de manuales especializados para su impartición. También se echa de menos una obra de referencia para los servicios de recursos humanos de las empresas y para los agentes sociales. Precisamente, con la vocación de cubrir ese vacío que dificulta la impartición de programas formativos en las universidades y una sólida formación de los responsables de recursos humanos de mutuas y empresas nace este manual.

			La previsión social complementaria puede activarse individual o colectivamente y con opciones más próximas al ahorro y a la inversión, al seguro o al mutualismo. Frente a la previsión de carácter individual, en la que la iniciativa de capitalizar el ahorro o ampliar la cobertura del sistema de la Seguridad Social parte del propio individuo, la de carácter colectivo y ámbito empresarial permite ofrecer cobertura a las mejoras voluntarias y compromisos por pensiones asumidos por el empresario en el ámbito de la relación laboral, frecuentemente a través de la negociación colectiva, para no vincular estos mecanismos de protección social únicamente a la capacidad de ahorro de las personas trabajadoras.

			El papel de la negociación colectiva en el establecimiento de medidas de previsión social de carácter empresarial complementaria a la de la Seguridad Social es, sin duda, fundamental. Y, especialmente, en relación con los compromisos por pensiones asumidos por la empresa a favor de sus trabajadores y beneficiarios, pieza clave del sistema global de previsión social. Los compromisos por pensiones —jubilación, incapacidad permanente, muerte y supervivencia y dependencia— deben ser exteriorizados, por mandato legal de la disposición adicional primera LPFP, a través de planes de pensiones del sistema de empleo, de contratos de seguro o de ambos instrumentos.

			Asimismo desempeñan un papel crucial las mutualidades de previsión social, normalmente instrumentos complementarios de protección social. Y también las fundaciones laborales, aunque estas más próximas a la acción social en la empresa. Igualmente, es importante el análisis de los instrumentos de aseguramiento colectivo.

			Al margen de pensiones, la negociación colectiva mejora otras prestaciones del sistema, como las de incapacidad temporal —que se vinculan frecuentemente con el absentismo laboral— y de desempleo, protege necesidades distintas o incentiva de alguna manera el mantenimiento o el abandono de la vida activa, jubilaciones anticipadas y prejubilaciones. Además, la empresa reconoce en ocasiones múltiples y diversos derechos de asistencia social, en virtud de convenio colectivo o de contrato individual, como préstamos, becas y ayudas de estudio... Todo este acervo también debe ser objeto de estudio.

			El interés de la empresa por el bienestar de sus trabajadores, dentro de una política de responsabilidad social corporativa, sirve de punto de apoyo básico de esta materia. También, la explicación del interés que sobre ella tienen los trabajadores y sus representantes en las mesas de negociación.

			Además del estudio desde la perspectiva normativa, desde el mundo de la economía aplicada se analiza la planificación financiera y fiscal de los instrumentos de protección social, después de una descripción de los modelos explicativos de las decisiones de ahorro.

			Por lo demás, el presente manual pretende adaptarse a las metodologías docentes del Espacio Europeo de Educación Superior y al proceso de aprendizaje autónomo del estudiante. Se ha limitado conscientemente la extensión de los temas a una dimensión que se considera ajustada y se ha utilizado por los autores una redacción clara y comprensible, con el objetivo de describir los instrumentos privados y las instituciones de carácter básico y esencial que integran la Seguridad Social complementaria, para tratar de simplificar el carácter ciertamente complejo de la misma. Lógicamente, sin prescindir de la exposición de los elementos conceptuales, contextuales e institucionales inherentes a la materia objeto de análisis.

			Este manual es el resultado de la labor investigadora efectuada por los autores en el marco del subproyecto de investigación «Los instrumentos de protección social privada en la gestión del cambio laboral», referencia DER2014-52549-C4-2-R. Son varias las entidades públicas y privadas —organizaciones sindicales y empresariales, mutuas, empresas de trabajo temporal, consejos de relaciones laborales autonómicos…— que se han adherido y mostrado su interés en los resultados del proyecto. Esta vertiente proporciona, sin duda, un valor añadido al manual, que pretende también tener como destinatarios a profesionales especializados en relaciones laborales y recursos humanos, incluso en negociación colectiva, que necesitan actualizar sus conocimientos y profundizar en instituciones claves en la materia, y no solo a los estudiantes de titulaciones de grado y máster.

			Los autores del manual son, en su mayoría, profesores de la Universidad de Vigo de las áreas de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social (D. Jaime Cabeza Pereiro —temas 1, 3 y 9—, D.ª M.ª Belén Fernández Docampo —tema 7—, D.ª Marta Fernández Prieto —temas 4 y 5—, D.ª Francisca Fernández Prol —tema 11—, D.ª Nora M.ª Martínez Yáñez —temas 6 y 13— y D.ª Emma Rodríguez Rodríguez —tema 8—) y Economía aplicada (D. Alberto Vaquero García —temas 2, 14 y 15—). Intervienen también como coautores el responsable del área de recursos humanos de la empresa Plásticos y Desarrollos, S.A. (D. Pablo Búa Burgos —tema 12—) y una letrada del Servicio jurídico de Seguridad Social de Mapfre (D.ª Araceli Martínez Araujo —tema 10—).

			JAIME CABEZA PEREIRO

			MARTA FERNÁNDEZ PRIETO

			Vigo, 13 de marzo de 2017

		

	
		
			TEMA 1

			ACCIÓN SOCIAL Y PROTECCIÓN SOCIAL EN LA EMPRESA: IDEAS GENERALES

			1. COMENTARIOS PRELIMINARES

			La seguridad de los trabajadores constituye un valor que persiguen los modelos de relaciones laborales y de protección social que se encuadran en lo que puede denominarse como modelo europeo. Esa seguridad ha estado centrada tradicionalmente en la protección que los sistemas jurídico-laborales le otorgaban al contrato de trabajo y en la cobertura que ofrecían los marcos públicos de Seguridad Social. En palabras de Lord Beveridge, el seguro social acompañaba a las personas desde la cuna hasta la tumba. Y así ha sido, tradicionalmente, en la sociedad industrial de los países de nuestro pequeño continente.

			En estos mismos modelos, la empresa con la que se vinculaban los trabajadores con contratos estables e indefinidos fue generando mecanismos de protección social de corte profesional, más o menos coordinados con la Seguridad Social pública. También, una red de servicios y medidas de acción social que reforzaban el vínculo entre ambas partes del contrato de trabajo, el cual constituía el principal estatus del trabajador ante la sociedad. De modo que, en realidad, lo público y lo privado se superponían, con mayor o menor sincronización entre ellos, en unas relaciones de producción en las que las seguridades estaban razonablemente garantizadas.

			Las circunstancias han cambiado radicalmente. No se trata ahora de analizar ni los porqués ni de describir los cambios en sí mismos. En todos los sistemas de relaciones laborales las garantías de los trabajadores en torno al mercado de trabajo se han relajado. La globalización, entre otros factores, pero sin duda como desencadenante fundamental, ha producido un entorno de mayor precariedad laboral. El cambio de los modelos productivos ha exigido unas mayores cotas de flexibilidad en los contratos de trabajo.

			Por otra parte, los sistemas públicos de Seguridad Social de nuestro entorno dan muestras de cierto agotamiento, por factores asimismo acumulados, que van desde el envejecimiento de la población hasta el crecimiento del déficit público, pasando por la debilidad de los ingresos a través de las cotizaciones sociales. En paralelo, la menor estabilidad y durabilidad de las relaciones de empleo produce que los vínculos entre empresa y trabajador sean menos intensos, con las posibles consecuencias en la articulación de medidas complementarias de servicios, acción y protección complementarias.

			Este escenario, descrito con trazo grueso, invita a una reflexión sobre este espacio privado en el que la empresa aparece como proveedora de seguridad a los trabajadores. En un entorno laboral más cambiante y con muchas más incertidumbres, se suscita la gran pregunta de qué espacios y qué instrumentos pueden proporcionar ciertas garantías a los trabajadores o, al menos, amortiguar en parte las inseguridades que los rodean. Sin duda, las instituciones y los derechos de protección pública —y no solo los de Seguridad Social— tienen bastante que aportar. Pero también habrá que buscar en el espacio privado algunos mecanismos que complementen el espacio público, o que lo sustituyan cuando este no dé cobertura o no lo haga en el grado suficiente.

			El discurso sobre la protección social complementaria se asocia normalmente a un retroceso de la Seguridad Social pública. De hecho, las últimas reformas del modelo español —como ejemplo de otros varios— se traducen en la aparición de nuevos espacios para los pilares profesionales y privados, que podrían cubrir los espacios desguarnecidos por esa retirada de la protección básica. La relación causa-efecto es innegable, pero también lo es que las dialécticas entre nivel público y nivel privado son más complicadas. Podría sugerirse, por ejemplo, como sucede en otros sistemas comparados, que la relación debería ser la inversa: no se trataría tanto de que los niveles profesional e individual de protección ocupen huecos abandonados por la Seguridad Social, como que la preexistencia de aquellos permita, con menor impacto social, promover reformas racionalizadoras de esta.

			Incluso trascendiendo esta dialéctica entre lo público y lo privado la cuestión se centra más bien en la conveniencia y en los motivos para fortalecer las políticas privadas que suavizan los cambios por los que circulan las vidas profesionales de la población activa, en analizar los porqués de que las mismas deban ser incentivadas por todos los actores del ámbito de las relaciones laborales y de protección social. Esta es la idea que anima la obra que ahora se inicia, la cual no pretende cuestionar la solvencia y la viabilidad de la Seguridad Social pública ni confrontar una supuesta situación de agotamiento de esta con una mayor vitalidad y vigor de la iniciativa privada.

			Por consiguiente, se pretende, en los capítulos que siguen, realizar una aproximación a la materia general de la protección social y la acción social en la empresa. No solo desde la perspectiva de las normas jurídicas, sino de la economía aplicada, en relación con las decisiones de ahorro, la eficiencia de las instituciones previstas y la comparación del modelo español con otros próximos al nuestro. Se procurará dar una perspectiva de las motivaciones de los distintos sujetos afectados y, en definitiva, del papel que tiene todo este entramado en una realidad socio-laboral como la actual, en permanente cambio.

			2. LA PROTECCIÓN SOCIAL COMPLEMENTARIA Y OTROS ASUNTOS NO MENORES

			Con la expresión «protección social complementaria» quiere hacerse referencia a estas prestaciones complementarias que el art. 41 de la Constitución española califica de «libres» y que se conciben como superpuestas al régimen público de Seguridad Social, el cual ya de por sí debe garantizar prestaciones suficientes en caso de necesidad, en particular ante la situación de desempleo. La protección social privada, así concebida, mejora, perfecciona y complementa una Seguridad Social pública que da, aisladamente considerada, una cobertura razonable. No está concebido este ámbito de libertad, en consecuencia, para sustituir un papel que le cabe en exclusiva al sistema público, sino para otorgar un umbral de prestaciones de mayor calidad, que permita mantener un nivel de vida más elevado, acorde con el disfrutado antes de que hubiese sobrevenido la contingencia prevista, u otorgar unos derechos suplementarios, ya sean económicos o en especie.

			Cuando se protegen riesgos similares a los cubiertos como contingencias por el sistema de Seguridad Social pública, las técnicas de cobertura que utiliza el nivel profesional pueden ser las mismas o pueden diferir. Cuando no difieren, se plantean preguntas muy interesantes, referidas a si las orientaciones que persiguen ambos niveles concurren o divergen. Póngase el ejemplo de la jubilación: las tendencias del régimen público se orientan hacia un retraso de la edad ordinaria, hacia unas mayores trabas de la jubilación anticipada, en favor de la toma en consideración de toda la vida activa en el cálculo de la pensión, y hacia una revalorización que probablemente implique una pérdida del poder adquisitivo de las pensiones. Con todo ello, puede decirse que, claramente, se abre un espacio más amplio a los complementos de jubilación, como quiera que se instrumenten. En efecto, quienes tengan cierta capacidad de ahorro cuentan con un mayor incentivo para aportar a su futura jubilación y así mantener ciertos estándares de nivel de vida. Pero, al mismo tiempo, tal vez haya que concluir, después de analizar la normativa sobre la jubilación en el nivel profesional, que tiende a facilitar e incluso incentivar las jubilaciones anticipadas, las prejubilaciones y, en general, el abandono temprano de la vida activa.

			Algunas ideas parecidas se podrían expresar frente a otras mejoras, como las de los subsidios de incapacidad temporal y de desempleo. En cuanto a la incapacidad temporal, las reformas de Seguridad Social de la década pasada se dirigían a una gestión más incisiva de las bajas, en particular las de larga duración y las recidivas, y a una mayor capacidad de decisión de los órganos del INSS frente a los de gestión de la asistencia sanitaria. En contraste, habría que ver cuáles son los objetivos que persigue la muy variada gama de cláusulas que hay en la negociación colectiva acerca de las mejoras de esta prestación. Probablemente, las conclusiones serían muy variadas y matizadas, sobre todo porque a este respecto las orientaciones legales a la negociación colectiva son prácticamente inexistentes. Pero se plantea el omnipresente asunto de los efectos de este tipo de mejoras en relación con el delicado problema del absentismo laboral.

			En cuanto al desempleo, las medidas privadas tienen una etiología distinta dependiendo de las circunstancias que se presenten. Algunas veces se plantean como substitutivas de la prestación o del subsidio con respecto al cual no se cumplen los requisitos necesarios. Así sucede, por ejemplo, en el caso de suspensiones de contratos o reducciones de jornada que se reiteran hasta agotarse las cotizaciones computables. En efecto, al margen de las medidas públicas de subvención o de las normas sobre «reposición» de la prestación por desempleo, hay un espacio muy importante en este campo, que normalmente se aborda en acuerdos en fase de consultas o en acuerdos de empresa. En tales situaciones, la acción privada complementa la pública, utilizando su misma lógica. Pero tal vez la lógica no sea exactamente la misma cuando se reconocen rentas en los planes de prejubilación para sustituir los subsidios de desempleo cuando estos, por no cumplirse el requisito de carencia de rentas, no corresponden. En estos pactos, evidentemente, parece que se produce una desviación de las finalidades que se le presuponen a un subsidio asistencial. Por supuesto, hay pactos de complemento de la prestación de desempleo, en particular de nuevo en los acuerdos de suspensión o de reducción de jornada, cuya finalidad parece razonablemente la misma que la de la prestación complementada.

			Pero cuando las técnicas de la medida de protección social complementaria son heterogéneas a las de la Seguridad Social pública, los objetivos se alejan bastante más. Un buen ejemplo viene dado por los premios o las indemnizaciones por jubilación anticipada. Probablemente, los motivos que guíen a las partes para pactar este tipo de cláusulas en la negociación colectiva sean diferentes en el banco empresarial y en el sindical. Tal vez el primero pretenda rejuvenecer la plantilla, o acceder a extinciones de contratos de trabajadores mayores con unas cuantías indemnizatorias realmente reducidas. Desde la perspectiva del banco social, con toda probabilidad el objetivo residirá en facilitar mecanismos de abandono del mercado de trabajo, de forma más o menos coordinada con las prestaciones del sistema de Seguridad Social.

			Diferente es el caso de las mejoras sobre la incapacidad permanente, que asumen, en la mayor parte de las ocasiones, la naturaleza de indemnizaciones a tanto alzado cuando la calificación de la invalidez se produzca por contingencia profesional. Normalmente, los convenios colectivos imponen la suscripción de pólizas de seguro que cubran esta eventualidad. La empresa, con tales cláusulas, pretende sin duda cubrir, al menos parcialmente, una posible responsabilidad contractual por daños. Desde la perspectiva de la parte social, es evidente que la indemnización se concibe como un importante elemento económico en un momento en el que el trabajador queda imposibilitado para mantenerse en el mercado de trabajo o, cuando menos, tiene que reorientar su carrera profesional. Lo cual puede resultar extremadamente difícil cuando se trata de empleos de mano de obra directa con escasa cualificación profesional.

			Además, la empresa reconoce, en virtud de convenio colectivo, o también de contrato individual, otros derechos, algunos de ellos complementarios a la Seguridad Social. Por ejemplo, seguros de asistencia sanitaria, de vida y decesos, becas y ayudas de estudio, tratamientos ortoprotésicos no cubiertos por la sanidad pública, servicios sociales de muy diversa índole o instalaciones colectivas a disposición de todos los trabajadores. Las medidas de acción social pueden ser muy diversas y heterogéneas. En muchas de ellas, y en la mayoría de los casos, habrá cierta intención retributiva. A este respecto, la diferencia entre los conceptos salariales y los extrasalariales no siempre es nítida. En la multiplicación de estos derechos o contraprestaciones puede subyacer el tratamiento tributario que se les preste por la legislación vigente, o también el interés de la empresa por fidelizar a los trabajadores, o a alguno de ellos. A veces son manifestación de la responsabilidad social o del código ético de que se haya dotado la entidad. O puede ser que se trate sencillamente de derechos adquiridos fruto de una tradición que resulte complejo revertir.

			En resumen, la materia es bastante heterogénea y no resulta sencillo describirla en toda su extensión. El concepto «protección social complementaria» se utiliza aquí convencionalmente para hacer referencia a las medidas complementarias de la Seguridad Social pública. Pero muchas veces no es fácil decidir si un derecho o una prestación que reconoce una empresa a sus trabajadores debe considerarse o no mejora de la Seguridad Social. Y, aunque no deba, probablemente no tenga ni unas finalidades ni una estructura tan diferentes de las que sí deban. Por eso, entre la protección social así conceptualizada y otras medidas de acción social hay un continuum lógico que aconseja tratarlas conjuntamente.

			Conviene añadir que el centro de interés se va a poner en esta obra en las prestaciones que se reconocen y conceden a los trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia en su condición de tales. En particular, se va a incidir en el trabajo por cuenta ajena y en las medidas derivadas de los contratos de trabajo. Habrá que hacer alguna remisión a una protección eminentemente privada, ajena al sinalagma contractual y a las relaciones profesionales lato sensu. Pero no se pretende profundizar en algo que se va definir como el tercer pilar de los modelos de protección social.

			3. LOS ASPECTOS INSTITUCIONALES

			La gestión de las prestaciones a las que se va a hacer referencia puede encomendarse a una constelación de entidades privadas. En ocasiones, la ley impone que sean unas determinadas instituciones las que se hagan cargo de algunas de aquellas, pero en otras hay un mayor margen de libertad. Por otra parte, la normativa legal las configura y regula en unos términos concretos, exigiéndoles determinados umbrales de solvencia. Y la estructura de unas y otras produce que sean más idóneas para la gestión de ciertas prestaciones o servicios.

			El punto de atención se centra, en este determinado ámbito, en la protección complementaria, no en la gestión privada de prestaciones públicas, encomendada, de forma muy sobresaliente, a las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. Ciertamente, algunas entidades a las que se va a hacer referencia —en particular, a las mutualidades de previsión social— otorgan prestaciones que, en ocasiones, son sustitutivas o alternativas de las que reconocen los regímenes de la Seguridad Social que encuadran a trabajadores por cuenta propia. Pero en este caso tales prestaciones tienen una naturaleza y una configuración privadas.

			En negativo, no se va a hacer referencia al mutualismo administrativo ni a clases pasivas del Estado. Por mucho que, desde la lógica del Derecho de la Unión Europea, los regímenes de funcionarios externos al sistema de Seguridad Social conformen un nivel profesional de protección y no formen parte del pilar público, desde las categorías internas y desde la lógica a la que sirven no se asimilan a las entidades que prestan una protección social genuinamente profesional.

			Excluido lo anterior, el centro de imputación es el empresario, en su condición de empleador, como sujeto obligado, por cualquier fuente jurídicamente relevante. La empresa gestiona directamente algunas de las mejoras, como la incapacidad temporal, o el desempleo. En general, cuando se trata de complementos de subsidios que imponen obligaciones pecuniarias, no hay una entidad intermediaria. Lo mismo sucede con todo el ramo de los premios de jubilación. Y cabe la posibilidad, al menos desde el punto de vista teórico, de que las indemnizaciones que puedan comprometerse, normalmente a través de convenio colectivo, no se aseguren a través de pólizas, sino que se asuman directamente en caso de accidente de trabajo o de enfermedad profesional.

			Al lado de la empresa, y colaborando con ella, está la representación unitaria de los trabajadores, a la que el Estatuto de los Trabajadores habilita para participar en la gestión de las obras sociales, en los términos que se determinen en el convenio colectivo. La referencia legal hay que entenderla en términos amplios y extensivos y, aunque se trata de una competencia que se remite en cuanto a su desarrollo a aquel, no parece que quepa una gestión unilateral de la empresa ante un hipotético silencio de dicho convenio. Antes bien, en la lógica colaborativa que debe orientar a muchos efectos la actuación de los comités de empresa, un absoluto desconocimiento de la posición de estos en todo el contenido de la acción social sería incompatible con nuestro modelo de relaciones laborales. Por supuesto, las secciones sindicales y los delegados sindicales tendrán un papel homologable al de las representaciones legales.

			A partir de lo cual, hay que atender a las entidades que gestionan prestaciones complementarias. Primeramente, debe aludirse a los planes y fondos de pensiones, a los que se les prestará la debida atención en algunos de los capítulos que siguen. Sin que ahora proceda más que aludir a ellos, los cambios legislativos que ha sufrido su norma reguladora han reorientado, al menos parcialmente, sus finalidades. Aunque son entidades que gestionan pensiones mediante sistemas privados de ahorro, también sirven a otras contingencias directa o indirectamente, como el desempleo o la enfermedad de larga duración, a través de unos mecanismos progresivamente extendidos de rescate de las aportaciones realizadas antes de que suceda la contingencia principal para la que están concebidos. Es decir, los planes de pensiones se someten a un marco normativo más flexible, que los convierte en unas entidades con finalidades más diversas. Entre ellas, y cada vez de forma más nítida, la de servir de mecanismos de ahorro a largo plazo. Con todo, su función fundamental de entidades de exteriorización de los compromisos de pensiones hace que esta sea, en realidad, su finalidad más importante. De tal modo que constituyen el instrumento más importante de la jubilación en el nivel profesional de la protección social.

			En una lógica próxima se sitúan las mutualidades de previsión social. Se constituyen como entidades sin ánimo de lucro a las que se asocian los individuos para proteger ciertos riesgos profesionales. Aunque su objeto fundamental de cobertura viene dado por las contingencias de jubilación y muerte y supervivencia, pueden proteger también la maternidad, las cargas familiares, la defunción, el accidente y la enfermedad e incluso cubrir la asistencia jurídica. La gestión característica de estas entidades, en manos de los propios asociados, no impide que se aproximen bastante a los planes de pensiones en sus finalidades. Además, en ellas está más nítido el carácter profesional de sus asociados, que se vinculan precisamente a la entidad por la pertenencia a un colectivo determinado.

			También hay que hacer referencia a las fundaciones laborales, cuyo patrimonio se destina al beneficio y protección de trabajadores de una o varias empresas y de sus respectivas familias. Ahora bien, su finalidad depende en gran medida de sus estatutos, de tal modo que la protección social no constituye ordinariamente el centro de actuación de estas entidades. Puede ser de fomento de la economía social, de desarrollo de la formación para el empleo, de atención a los colectivos en riesgo de exclusión social, de defensa de los derechos profesionales de sus miembros…Por consiguiente, con ser entidades especialmente aptas para el desarrollo de determinadas iniciativas de acción social en la empresa, probablemente haya otras más adecuadas —desde luego, las referidas en los párrafos anteriores—, aunque su identidad patrimonial las configura como organizaciones muy aptas para fines concretos de protección, de modo que no debe desdeñarse su importancia a estos efectos.

			Por último, también tienen una función importante que desempeñar las entidades aseguradoras. Ya se ha hecho referencia a ellas en relación con las indemnizaciones que se pactan en convenio para las situaciones en las que se declara una incapacidad permanente —o se produce un fallecimiento—, casi siempre por contingencia profesional. Asimismo, se ha aludido a cierto ámbito de actuación que se les reconoce como mejoras de convenio y retribuciones normalmente de carácter salarial, tales como seguros de vida, de asistencia médica, de decesos u otras modalidades que puedan reconocerse. Y, además, la ley les ha atribuido un importante papel, en la práctica casi parejo al de los planes de pensiones, en cuanto a la externalización de los compromisos de pensiones que se hayan pactado en convenio colectivo. De modo tal que el ramo de los seguros no es en absoluto un actor secundario en la protección social complementaria.

			Esta multiplicidad de actores recuerda cómo la Seguridad Social pública estaba asimismo gestionada por una miríada de entidades, de forma totalmente disfuncional, hasta que en 1978 se racionalizó a través, sobre todo, de la aparición de las entidades gestoras y servicios comunes. No pretende decirse al respecto que sea contraproducente la concurrencia de toda la institucionalidad hasta aquí descrita, pero tal vez la ley debería decantarse de forma más decidida por alguno de los entes aludidos a la hora de depositar mayores competencias en la gestión de este vector profesional del sistema.

			Y, como último actor, resulta determinante la posición del poder público. La normativa relativa a toda esta materia produce unas consecuencias claras, dentro de la libertad de configuración a la que se refiere la Constitución. La legislación ordinaria puede optar o no por una mayor incentivación de la acción y protección social y puede introducir mayores o menores elementos de supervisión, en particular en cuanto se refiere a la solvencia de unas entidades que probablemente administren grandes cantidades de dinero. Por supuesto, hay que mencionar en particular el tratamiento fiscal que reciban las prestaciones y utilidades que se pongan en marcha. Y, además del aspecto normativo, hay que tener en cuenta la posición real que adopte la Administración pública en el desempeño de las tareas que tenga encomendadas, a la vista, por otra parte, de la compleja distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			4. OBJETIVOS DE LOS ACTORES SOCIALES

			Fuera del papel de todas las instituciones de soporte y administración de las prestaciones y medidas sociales, un interrogante fundamental se plantea en torno a si las partes sociales están particularmente interesadas y a los porqués de este interés. Algo se ha dicho acerca de la empresa. En principio, son decisiones que le van a acarrear un mayor nivel de gasto, de tal modo que la primera respuesta puede ser la de mostrar escepticismo. Aunque, en relación con algunos trabajadores, las pueden utilizar como mecanismo retributivo y con la intención de fidelizarlos o retenerlos en la empresa. Por parecidas razones, en ocasiones pueden ser de cierta utilidad como alternativas a incrementos salariales que acaso se perciban como excesivos, pues algunas medidas tienen un tratamiento fiscal más favorable o resultan menos costosas. Asimismo, pueden contribuir a incrementar el compromiso de los trabajadores con la empleadora o la imagen de esta como entidad socialmente responsable. Circunstancialmente, servirán a objetivos concretos. Por ejemplo, y dependiendo de cómo se configuren, las mejoras de incapacidad temporal podrían ser útiles, aunque parezca paradójico, en una estrategia de lucha contra el absentismo laboral. Las de desempleo pueden facilitar la consecución de acuerdos en fase de consultas, en particular en los expedientes de suspensión de contratos y de reducción de jornada. O los premios a la jubilación, como se ha dicho, tal vez sirvan a finalidades de gestión de las extinciones de contratos de los trabajadores mayores. Y algunas de ellas son provechosas para premiar a los trabajadores que acrediten una más prolongada vinculación con la empresa. Ciertamente, muchas medidas se diseñan desde los convenios sectoriales, pero eso no les tiene que restar utilidad en la concreta política de actuación de las concretas entidades empresariales.

			En otro orden de ideas, la gestión de las medidas de acción social abre un flanco importante de colaboración con los representantes de los trabajadores, de modo que incrementa la implicación de estos en los objetivos de la empresa y permite el desarrollo de unas relaciones laborales menos conflictivas. Abre, desde este punto de vista, una mayor pluralidad en las relaciones de intercambio de prestaciones y contraprestaciones en las mesas de negociación. Y, desde otro punto de vista, en épocas de crisis o dificultades puede servir de amortiguador de otras medidas más drásticas, pues es posible que resulte más aceptable congelar, suspender o eliminar estos beneficios sociales que reducir o recortar en otras condiciones de trabajo, modificarlas u optar por expedientes suspensivos o de reducción de jornada, o, directamente, por extinciones de contratos.

			Desde la perspectiva de los trabajadores, el interés que manifiesten hacia el desarrollo de este haz de derechos depende de una serie de circunstancias. En primer lugar, de sus condiciones de trabajo de partida. Claramente, en los entornos de empleo precario y de salarios reducidos no van a ser una prioridad. Podría decirse que constituyen pretensiones de trabajadores estables con condiciones de trabajo razonablemente buenas. Aunque, contradictoriamente, muchas medidas podrían volverse especialmente útiles en los momentos de cambio o transición laboral. Por otra parte, la mayor inclinación que tengan hacia ellas depende de cómo perciban la Seguridad Social pública. En la actualidad, y en términos generales, la tasa de reposición de las pensiones de jubilación que se produce en relación con los salarios que se percibían en activo es muy buena, casi óptima. En tales condiciones, y con la excepción de la franja de salarios elevados, el interés que cabe esperar hacia la mejora de las prestaciones de retiro va a ser más bien escaso, en particular cuando la capacidad de ahorro de las personas es reducida. Por ello, solo la percepción de que las futuras pensiones generen un recorte grande en la capacidad adquisitiva puede abrir un mayor espacio de planteamiento de coberturas complementarias. En cuanto a otras medidas de protección social, los comentarios tienen que ser más diversos. Es evidente que algunas de ellas constituyen pretensiones más generales —como es el caso más claro de una mejora de incapacidad temporal, al menos en entornos mínimamente estables— o circunstanciales —por ejemplo, en situaciones de crisis, las mejoras del desempleo, o las medidas de acompañamiento a un despido colectivo—. Por supuesto, la composición de la plantilla en términos de edad, de sexo o de clase social tiene una importancia indiscutible. Y también la tiene, por supuesto, el grupo profesional de encuadramiento. Sin duda alguna, el personal directivo pretenderá cierto tipo de derechos como parte de su esquema retributivo, también a la vista de su mayor capacidad de negociación en la esfera individual. En cualquier caso, si se admite como punto de partida que el desarrollo de un escalón profesional de protección social ha sido más bien escaso en España, debe concluirse que la demanda del mismo por parte de los trabajadores tendría que constituir una evolución razonable, en la que probablemente haría falta cierta labor pedagógica.

			Finalmente, desde la perspectiva de las representaciones legales y sindicales, es importante el análisis de sus motivaciones y de sus objetivos. Como va a desarrollarse en un capítulo específico, las circunstancias actuales son condicionantes, a la vista del estancamiento salarial que se ha producido en nuestro sistema de relaciones laborales. Sin duda, la recuperación de poder adquisitivo de los salarios constituye un objetivo prioritario que aparca otras pretensiones, tal vez consideradas secundarias. Pero incluso en esta recuperación las materias que aquí se tratan pueden tener una importancia nada desdeñable. Por otra parte, si la negociación colectiva enriquece sus contenidos y no se vuelve una realidad de conflicto tarifario, o de intercambio entre incrementos retributivos y paz social, las mejoras de protección deberían ganar algo de centralidad, de tal modo que los convenios se conviertan en punta de lanza de desarrollo de este escalón profesional. Sobre todo, cuando el ámbito de empresa de la negociación colectiva gana protagonismo, a la vista de las actuales tendencias legislativas, no solo en nuestro sistema de relaciones laborales, sino también en los modelos próximos.

		

	
		
			TEMA 2

			MODELOS ECONÓMICOS EXPLICATIVOS DE LAS DECISIONES DE AHORRO

			1. INTRODUCCIÓN

			El objetivo de este capítulo es analizar los principales modelos económicos explicativos de las decisiones de ahorro de los individuos y las familias. Para ello, tras señalar los elementos básicos del planteamiento tradicional keynesiano, se aborda el estudio de los modelos de elección intertemporal, ciclo vital y del ingreso permanente, para posteriormente señalar las características más importantes del resto de modelizaciones económicas más relevantes, que tratan de justificar las decisiones de ahorro individuales y familiares.

			2. LOS MODELOS TRADICIONALES

			En el modelo keynesiano (KEYNES, 1936), el ahorro tiene una importante dependencia de la renta disponible, ya que el ingreso condiciona su nivel. La renta es el principal determinante del consumo y el tipo de interés no tiene un papel relevante. La propensión media a consumir se reduce a medida que aumenta la renta. Esto quiere decir que, a más renta, menor propensión media a consumir (y más se puede destinar al ahorro). Si la renta se reduce, surge el efecto contrario.

			La expresión matemática que resume lo anterior sería C = Ca + bR, donde C sería el consumo; Ca, el consumo autónomo, que no depende de la renta, siendo una variable exógena del modelo y que siempre será positiva; b sería la propensión marginal a consumir, tal que 0 < b < 1, y R sería el nivel de renta. En esta expresión, bR sería el consumo inducido o endógeno, de naturaleza variable.

			Si la R aumenta, el consumo aumenta, pero lo hace menos que la renta, debido a la propensión marginal del consumo. A partir de la expresión anterior es fácilmente deducible que el ahorro A será igual a R – C; A = –Ca + (1 – b) R. Esto significa que los individuos y las familias toman sus decisiones de ahorro en función de su renta presente y, por lo tanto, su comportamiento no se verá afectado por la renta futura. Por lo tanto, el principal factor que afecta al ahorro es el valor del ingreso actual, o, dicho de otra forma, a mayor ingreso presente, mayor podrá ser el nivel de ahorro.

			A modo de ejemplo, se procede a establecer la función de consumo y ahorro de un individuo, sabiendo que el Ca es de 500 euros y que la b = 0,4, bajo el supuesto de que la R aumenta en 2.000 euros. En este caso, se obtendría que el

			C = 500 + 0,4 × R = 500 + 0,4 × 2.000 = 1.300 euros.

			O lo que es lo mismo, el consumo aumenta en 0,4 unidades cuando la renta aumenta en una unidad. En relación al ahorro los cálculos serían los siguientes:

			A = –500 + (1 – 0,4) × 2.000 = 700 euros,

			o de manera más sencilla, A = 2.000 – 1.300 = 700 euros.

			El planteamiento inicial keynesiano, muy centrado en la renta presente, permite una segunda aproximación, más dinámica, que incluye retardos temporales, de forma que la función de consumo dependería de la renta del período anterior, esto es C = Ca + bR–1.

			A pesar de la incorporación del comportamiento dinámico, que evita los problemas de la modelización estacionaria, la teoría keynesiana explicativa del ahorro se encuentra ampliamente superada por otras que permiten incluir, para explicar el comportamiento de los individuos sobre el ahorro, además de la renta, los tipos de interés, la riqueza financiera y no financiera, las expectativas de los agentes económicos y sus preferencias. Veamos, a continuación, las notas más relevantes de estos planteamientos alternativos.

			3. EL MODELO DE LA ELECCIÓN INTERTEMPORAL

			El modelo de la elección intertemporal (MEI) parte de la hipótesis de que los individuos toman decisiones a lo largo del tiempo, intertemporales, garantizando que el valor presente del consumo debe ser igual al valor presente de la renta (FISHER, 1930). Por lo tanto, el MEI introduce un modelo en el que los consumidores y ahorradores actúan racionalmente y toman decisiones intertemporales, en función de determinadas preferencias y sujetas a ciertas restricciones.

			El MEI trata de explicar las preferencias del consumidor/ahorrador a lo largo del tiempo, superando al modelo keynesiano, que se basaba en que el consumo y el ahorro dependían de la renta presente.

			La aproximación más sencilla al MEI es considerar un escenario de dos períodos, en los que el individuo puede consumir o ahorrar su renta. Durante estos dos períodos se agota toda su renta, pudiendo comprar una serie de bienes, pero a un precio constante y donde el tipo de interés del ahorro es el mismo que el de los préstamos (VARIAN, 2011).

			Sean R1 y R2 las rentas de los períodos 1 y 2; C1 y C2 los consumos de los períodos 1 y 2 y A1 y A2 los ahorros de los períodos 1 y 2. En este escenario el ahorro en el primer período sería A1 = R1 – C1 y, por lo tanto, el consumo en el período 2 sería C2 = (1 + i) A1 + R2, siendo i el tipo de interés obtenido por el ahorro en el primer período.

			Operando sobre la expresión anterior tendríamos que C2 = (1 + i) (R1 – C1) + R2 o lo que es lo mismo (1 + i) C1 + C2 = (1 + i) R1 +R2; despejando la ecuación anterior se obtendría:
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			que es la restricción presupuestaria intertemporal a la que tendrá que enfrentarse el individuo a lo largo de estos dos períodos.

			Gráficamente esto permite construir una restricción temporal a partir de las combinaciones factibles entre el consumo del primer y segundo período (Gráfico 1). Si el individuo elige una combinación entre B y A, se produce ahorro para el período 2, ya que el consumo del período 1, C1, es inferior a la renta del período 1, R1. En este caso podría actuar como prestamista, ya que no consume toda su renta en el período 1, obteniendo una rentabilidad i, por el dinero que deja prestado.

			Por el contrario, si elige una combinación entre A y C, consume en el periodo 1 más que su nivel de renta, por lo que deberá pedir prestado en este período y devolverlo en el segundo, a un tipo de interés i. En este caso, deberá actuar como prestatario, endeudándose y destinando parte de su renta futura en el período 2 a los gastos que ha tenido en el período 1. Tanto si actúa como prestamista, como si lo hace como prestatario, el MEI exige el supuesto de que existe un mercado crediticio y que es competitivo. Además, también supone que el tipo de interés que se percibe como prestamista es el mismo que se abona como prestatario.

			Como es obvio, si elige la combinación A, ni ahorra, ni debe pedir prestado, ya que C1 = C2; R1 = R2 y A1 = A2. Finalmente, es evidente que la pendiente de esta recta o restricción presupuestaria será 1 + i.

			Para conocer la elección que hará el individuo entre consumo presente y consumo futuro y, por lo tanto, para determinar su nivel de ahorro en ambos períodos, será necesario enfrentar la restricción temporal con el mapa de indiferencia del consumo.

			Este mapa de indiferencia muestra las combinaciones de consumo en los dos períodos que le reportan la misma utilidad al individuo. La pendiente de esta curva de indiferencia es la tasa marginal de sustitución (TMS), que permite determinar el nivel de consumo que habría que garantizar en el período 2 para compensar una reducción en una unidad el consumo del período 1. En términos de ahorro representaría el consumo que debería garantizarse en el período 2 por cada unidad de ahorro del período 1. O, dicho de otra forma, es la renuncia a parte del consumo del período 2, a cambio de consumir más de lo que podría hacer con la renta del período 1.

			Esta función de utilidad dependerá de la satisfacción que tenga el individuo por el consumo presente (C1) y por el consumo futuro (C2); este último deberá ser ponderado por un factor de corrección que mida el grado de «impaciencia» del consumidor. Analíticamente la notación sería: U (C1, C2) = u (C1) + ϑu (C2), donde ϑ ≤ 1, de forma que, cuanto más se aproxime ϑ a 1, la utilidad de consumir en el período 2 será mayor; por el contrario, cuanto más se aproxime ϑ a 0, más querrá consumir en el período 1.

			El punto de equilibrio, en este caso, sería la combinación A, que es tangente a la curva de indiferencia más alejada del origen, compatible con la restricción intertemporal.

			Matemáticamente esto significaría que en el punto A se conseguiría que
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			o, lo que lo mismo, la pendiente de la curva de indiferencia TMS sería igual a la pendiente de la restricción presupuestaria.

			GRÁFICO 1

			El modelo de elección intertemporal
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			FUENTE: elaboración propia a partir de VARIAN (2011).

			Al igual que sucedía con el modelo keynesiano, el MEI tampoco se encuentra exento de limitaciones, ya que exige información perfecta sobre las expectativas del consumidor. Esto es, precisa certidumbre sobre la renta futura, que los precios sean constantes, que el tipo de interés tampoco se modifique y que las preferencias del individuo sean las mismas en todos los períodos. Todo esto ha justificado el desarrollo de nuevos modelos, tanto estáticos como dinámicos, para mejorar las explicaciones de los determinantes del ahorro de los individuos y las familias.

			4. EL MODELO DEL CICLO VITAL

			El modelo del ciclo vital (MCV) parte del supuesto de que los individuos planifican su comportamiento sobre el consumo y el ahorro durante su vida. Por lo tanto, en este modelo, el ahorro permite prever el mantenimiento de gastos futuros durante la vejez (ANDO y MODIGLIANI, 1963). A diferencia del modelo keynesiano, en el MCV el agente económico no tiene un comportamiento «miope» y, por lo tanto, puede tomar sus decisiones teniendo en cuenta toda su vida. El MCV parte de algunas de las hipótesis del MEI.

			El MCV se basa en las preferencias del consumidor por medio de funciones de bienestar o utilidad, con el objetivo de construir una función de consumo para todos los períodos de tiempo (VARIAN, 2011).

			Como resulta evidente, al inicio de su vida y hasta que comienza a trabajar, se produce un desahorro, ya que su nivel de consumo supera a su nivel de renta (que es 0). Durante esta primera etapa al carecer de ingresos, son los padres u otros familiares los que sufragan los gastos del individuo. El MCV supone que esta ayuda inicial no es necesario devolverla (renta de naturaleza altruista), por lo tanto, no se tendrá en cuenta para el resto de períodos. Tras comenzar a trabajar, es de esperar que el nivel de ahorro supere al de consumo, produciéndose una acumulación de rentas y/o de bienes. Tras la jubilación, el nivel de consumo supera al del ahorro, provocando un desahorro (Gráfico 2).

			GRÁFICO 2

			El modelo de ciclo vital
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			FUENTE: elaboración propia a partir de ANDO y MODIGLIANI (1963) y VARIAN (2011).

			El MCV considera varios períodos de tiempo. El primero, el de la vida total (Vt), comprendería el espacio desde que el individuo tiene la edad para poder trabajar (inicio de su vida activa) hasta que fallece (final de la vida). El segundo, el de la vida activa (Va), que comprendería aquellos años que van desde el inicio de la vida activa hasta la jubilación. Finalmente, estaría el período de inactividad (Vi) que sería la diferencia entre Vt y Va. En este escenario la renta ahorrada debe ser igual a la renta gastada, de forma que no hay posibilidad de dejar herencia alguna, o, dicho de otra forma, en la función de utilidad solo se tiene en cuenta preferencias personales. Como veremos más adelante, esta será una importante limitación del modelo.

			Además, el MCV considera el ingreso laboral (R) como la suma del Consumo (C) y el ahorro (A). Para cubrir su C durante toda su vida es necesario tener en cuenta que dependerá de la renta laboral obtenida durante su vida activa, esto es C = R × Va.

			Por lo tanto, el nivel de consumo dependerá de la renta laboral obtenida durante su etapa activa, de forma que considerando el mismo período temporal, a más R, mayor será el C (y a la inversa).

			Por otra parte, el individuo tratará de encontrar la mejor forma de distribuir su consumo y ahorro a lo largo de la vida, de forma que el reparto del consumo debe tener en cuenta toda su vida y no solo su etapa activa. Además, la capacidad del individuo para cubrir su consumo dependerá del ingreso que es capaz de generar. Por lo tanto, el individuo se enfrentará a la restricción: C Vt = R Va.

			Si la expresión anterior se divide por Vt quedaría C = (Va / Vt) R, que permite determinar la proporción de la renta laboral destinada al consumo.

			El siguiente ejemplo permite realizar una aproximación práctica al MCV. Supongamos un individuo con esperanza de vida de 80 años, que comienza a trabajar a los 25 años, tras finalizar un grado en Administración y Dirección de Empresas y un MBA. Supongamos también que el individuo se jubila a los 67 años, quedando fijada su vida activa en 42 años (67-25). Finalmente, supongamos que su renta anual mientras trabaja es de 30.000 euros y es constante todos los años.

			En este escenario, la renta del MCV sería: R Va = 30.000 × 42 = 1.260.000 euros. Su función de consumo anual sería C = (Va / Vt) R y su valor sería = (42 / 55) × 30.000 = 22.909,1 euros.

			¿Cómo se determinaría el nivel de ahorro en el MCV? Como ya se señaló el nivel de ahorro es la diferencia entre los ingresos y el consumo del individuo, esto es A = R – C; sabiendo que C = (Va / Vt) R, el A = R – (Va / Vt) R o lo que es lo mismo A = [1 – (Va / Vt)] R; A = [(VVa – Va) / VVt] R.

			De esta forma, el ahorro, A, será la proporción de la renta R destinada a cubrir el período de inactividad. Siguiendo con el ejemplo anterior el A = [(55 – 42) / 55) × 30.000 = 7.090,9 euros anuales. Como se puede comprobar R = C + A = 22.909,1 + 7.090,9 = 30.000 euros.

			Finalmente, el ahorro total en el MCV sería A = (R – C) Va = (30.000 – 22.909,09) × 42 = 297.818,2 euros, mientras que el nivel de desahorro (–A) sería (Vt – Va) C = (55 – 42) × 22.909,09 = 297.818,2 euros, que evidentemente coinciden, puesto que (R – C) Va = (Vt – Va) C.

			Según el MCV, durante su vida activa los individuos acumulan activos, ya que en esta etapa su renta supera sus gastos. Tras finalizar su vida activa, para mantener el nivel de consumo, su riqueza tiene que decrecer, ya que el individuo tiene que ir liquidando sus activos para pagar su consumo durante esta etapa. Y además, recordemos, no se contempla ahorro alguno tras su fallecimiento. De esta forma, todo el consumo realizado durante la jubilación se financia con los activos acumulados hasta ese momento, que es cuando el ahorro alcanza su valor máximo, eso es, 297.818,2 euros.

			El MCV clásico presenta algunas limitaciones, entre las que destacan las siguientes: i) no se conoce la esperanza de vida; ii) no hay certidumbre sobre la duración de la vida laboral; iii) si bien considera que el individuo puede ahorrar durante su vida laboral, el modelo establece que esa acumulación no genera intereses; iv) no existe variación en los precios; v) el nivel de consumo es el mismo a lo largo del tiempo; vi) la renta es constante; vii) no existe riqueza inicial que pueda alterar las decisiones de consumo o ahorro de los individuos y viii) no deja ninguna renta a sus familiares. Como se puede comprobar, los supuestos restrictivos son de indudable calado y pueden condicionar la utilidad del MCV para explicar cómo toman los individuos sus decisiones de ahorro.

			Las limitaciones anteriores han dado lugar a ampliaciones del modelo. Así, para mejorar el funcionamiento del MCV se podría considerar que el individuo dispone de cierto nivel de riqueza inicial, Ra, por ejemplo, cuenta con otros activos (por ejemplo, por herencia o donación o bien por ayuda de los progenitores durante la primera etapa de su vida). En este caso, la función de consumo sería C = a Ra + c R, siendo a la propensión marginal al consumo a partir de la riqueza.

			La derivación de la expresión anterior vendría a partir de la ecuación de consumo inicial: C = R (Va / Vt). Así, si consideramos a una persona que se encuentra en el momento T de su vida, su función de consumo sería: C (Vt – T) = Ra + (Va – T) R; reescribiendo la ecuación anterior quedaría C = Ra / (Vt – T) + [(Va – T) / (Vt – T)] R.

			Finalmente, operando sobre la ecuación anterior se podría escribir como

			C = a Ra + c R, donde a = [1 / (Vt – T)] y c = [(Va – T) / Vt – T)]

			obteniendo la ecuación inicial del modelo ampliado. En este caso, a sería la propensión marginal al consumo a partir de la riqueza y c la propensión marginal al consumo a partir de la renta.

			El siguiente ejemplo clarificará el modelo. Supongamos un individuo con una esperanza de vida de 80 años, que comienza a trabajar a los 25, tras finalizar un grado en ADE y un MBA. Supongamos también que el individuo se jubila a los 67 años. Finalmente, consideremos que la renta anual mientras trabaja, R, es segura y supone 30.000 euros. Para terminar, suponga que tiene 50 años y cuenta con un ahorro previo, Ra de 50.000 euros.

			¿Cuál sería su propensión marginal al consumo a partir de la renta?

			c = [(Va – T) /Vt – T)]; c = [(67 – 50) / (80 – 50)] = 0,56.

			¿Cuál sería su propensión marginal al consumo a partir de la riqueza?

			a = [1 / (Vt – T)]; a = [1 / (80 – 50)] = 0,033.

			¿Cuál sería el nivel de consumo si tiene una riqueza de 50.000 euros?

			C = a Ra + c R; C = 0,033 × 50.000 + 0,56 × 30.000 = 18.450 euros.

			¿Cómo cambiarían sus respuestas si el individuo decide retirarse a los 60 años?

			En este caso c sería igual a [(60 – 50) / (80 – 50)] = 0,333 y a sería igual a [1 / (80 – 50)] = 0,033. Mientras que la función de consumo C sería 0,033 × 50.000 + 0,333 × 30.000 = 11.640 euros.

			5. EL MODELO DEL INGRESO O DE LA RENTA PERMANENTE

			El modelo del ingreso o renta permanente (MRP) parte del supuesto de que el consumo y ahorro de los individuos, y de las familias, depende del ingreso a largo plazo, compartiendo este planteamiento con el MCV.

			Esta es precisamente la gran diferencia con el modelo de ahorro keynesiano, que pivotaba en torno a la idea de que el ahorro dependía del ingreso presente. Así, en el MRP el consumo es proporcional a la renta permanente C = c Rp, siendo Rp la tasa constante de consumo que podría mantener un individuo durante el resto de su vida, dado su nivel de renta y riqueza actual y su renta futura y c es la propensión marginal al consumo respecto a la renta permanente (FRIEDMAN, 1957).

			El MRP es algo parecido al MCV, pero, a diferencia de este, incluye relaciones entre elementos transitorios y permanentes. Así, el MCV, la renta corriente oscila a medida que transcurre la vida del individuo, sujeto a cierto patrón esperable, mientras que en el MRP la renta corriente queda determinada a cambios transitorios de naturaleza aleatoria, por lo tanto, no resultan previsibles. Al igual que el MCV, el MRP parte también de algunos supuestos del MEI.

			En el MRP la Rp estará compuesta por el ingreso esperado, procedente de las rentas del trabajo, y las ganancias futuras por la posesión y/o adquisición de activos.

			En la modelización económica, al existir incertidumbre sobre los ingresos futuros, no se puede conocer el nivel de consumo, ya que puede haber rentas adicionales no previstas (por ejemplo, una mayor remuneración por un nuevo trabajo). Esto supone que el nivel de ingresos o renta corriente R dependerá del ingreso o renta permanente (Rp) y del ingreso o renta transitoria (Rt), tal que R = Rp + Rt. Además, el MRP supone que el consumo permanente es igual a la renta permanente.

			Por lo tanto, en el MRP el consumo de los individuos es proporcional a su renta permanente, entendida esta como la renta media que se espera obtener durante cierto tiempo. Ese concepto de renta permanente es mucho más amplio que el de renta corriente, ya que, a diferencia de esta última, la primera incluye, además de los ingresos procedentes por las rentas del trabajo, todos aquellos que se pueden generar por los activos físicos y financieros.

			Con la renta permanente las familias y los individuos pueden equilibrar su nivel de consumo durante el ciclo económico. Así, en situaciones de recesión su nivel de consumo puede ser elevado en relación a su renta corriente, gracias a su capacidad de ahorro previa.

			Evidentemente, estos períodos de recesión deben ser breves, ya que, si se prolongan en el tiempo, resulta muy difícil el mantenimiento de la renta permanente. Por lo tanto, las expectativas optimistas de renta futura estimulan el consumo presente, mientras que, si se prevé justamente lo contrario, se producirá una reducción del consumo presente, aunque el nivel de renta obtenido sea elevado. Son precisamente las rentas transitorias las que se destinan mayoritariamente al ahorro.

			El MRP supone que la renta permanente está relacionada con el comportamiento experimentado por los ingresos en el período actual y en el anterior. Esto permite señalar como Rp = R–1 + ∂ (R – R–1); 0 < ∂ < 1. Donde R–1 es la renta del período anterior, R es la renta actual y ∂ es la proporción de la diferencia entre la renta actual y la renta pasada.

			A partir de la expresión anterior se podría escribir como Rp = ∂R + (1 – ∂) R–1, o, lo que es lo mismo, la renta permanente es una media ponderada de la renta de este período y de la renta del período anterior. Por otra parte, cuanto más cercano sea a la unidad, menor importancia tendrá la renta anterior, por lo que la influencia sobre la renta permanente de los ingresos pasados será mucho menor. Por el contrario, cuanto más cercano sea a 0, menor importancia tendrá la renta presente y será la renta previa la que tenga una mayor relevancia sobre la renta permanente.

			Siguiendo este modelo es posible establecer un patrón de comportamiento de los individuos en relación al ahorro. Si el objetivo es tener una renta permanente durante toda su vida, el consumo y, por lo tanto, también el nivel de ahorro, no dependerá de su renta corriente, sino de las expectativas futuras del individuo. Así, si un individuo contrata un plan de pensiones, va a tener que reducir su consumo presente para poder destinar parte de la actual renta al futuro. Una vez que rescate el plan de pensiones, tendrá menos gastos en el futuro y un mayor nivel de renta para consumir. Por el contrario, si en el futuro espera recibir una herencia o una donación, en el presente optará por gastar por encima de sus ingresos, ya que realiza sus cálculos con la renta permanente.

			Para el MRP el ahorro se convierte en una opción entre consumir hoy y hacerlo en el futuro. Para ello, los individuos compararán su tasa de preferencia entre el consumo presente y futuro con el tipo de interés, con el objetivo de distribuir homogéneamente su consumo, y, por lo tanto, también su nivel de ahorro, a lo largo del tiempo para maximizar su función de utilidad. El tipo de interés es la variable que más influye sobre esta decisión.

			Al igual que se hizo con el MCV, se presenta un ejemplo para el MRP. Supongamos un individuo que tiene un ∂ de 0,2, que su renta en el período actual fue de 30.000 euros y que la renta del período anterior fue 28.000 euros. Queremos saber cuál será su renta permanente y establecer alguna conclusión en relación a su comportamiento.

			En este caso la renta permanente sería 0,2 × 30.000 + 0,8 × 28.000 = 28.400 euros. Esto quiere decir que el 20 por 100 de la desviación de la renta hoy respecto a la renta pasada se estima que representa un cambio de 400 euros sobre la renta permanente. Esto es, 30.000 – 28.000 = 2.000; 2.000 × 20% = 400 euros.

			El MRP tampoco está exento de limitaciones, ya que al igual que el MEI no considera la incertidumbre (DEATON, 1992). Por ejemplo, supone que el consumo presenta un comportamiento muy estable; que los ingresos procedentes de otras fuentes alternativas al trabajo, por ejemplo, las herencias o donaciones tienen un papel fundamental, que en la función de utilidad del ahorrador no hay que incorporar el bienestar de los herederos.

			6. OTRAS MODELIZACIONES ECONÓMICAS

			Finalmente, se realiza un repaso al resto de las principales modelizaciones económicas que tratan de explicar el comportamiento del ahorro. Así, se analizarán los modelos de: i) renta relativa; ii) restricciones de liquidez; iii) la influencia de la fiscalidad; iv) condiciones de incertidumbre; v) efectos de solidaridad; vi) variables demográficas; vii) acumulación de fondos líquidos y viii) perspectiva sociológica (MORA y SUCH, 1999; NIETO, 2012).

			El modelo de la renta o ingreso relativo (BRADY y FRIEDMAN, 1947; DUESENBERRY, 1948) parte de que la utilidad del consumidor no solo depende de las cantidades que él consume, sino también del gasto que ha realizado en el pasado y/o del efectuado por otras personas próximas a su círculo de convivencia (vecinos, compañeros de trabajo, amistades, etc.). Este es el denominado «consumo relativo». Así, si un determinado grupo de población presenta cierto patrón de consumo, cualquier individuo que se sienta (o quiera sentirse) parte de ese grupo tratará de realizar el mismo nivel de consumo, condicionando su capacidad de ahorro. Lo mismo puede suceder si el individuo tuvo en su momento mucha renta, aunque ahora sea menor, ya que querrá mantener el estatus previo de consumo.

			Es sabido que los individuos que tienen niveles más elevados de renta pueden también disfrutar de un nivel de consumo superior. Al mismo tiempo, como su renta es elevada, su propensión marginal al ahorro también será muy alta. Si el resto de individuos tienen un menor nivel de renta, siguiendo el planteamiento de este modelo, tratarán de comportarse como el «grupo de referencia», teniendo una elevada propensión marginal al consumo y un menor nivel de ahorro. Solo de esta forma tendrán un comportamiento similar en relación al consumo respecto a los que más ingresos tienen. Por lo tanto, el nivel de ahorro dependerá no solo de la renta obtenida, sino del nivel máximo de ingresos obtenido y del nivel de renta que tienen sus vecinos.

			La teoría de las restricciones de liquidez (DORNBUSCH y FISHER, 1994) señala que los individuos no consumen ni ahorran en función de la renta que potencialmente podrían obtener, sino de aquella que realmente obtienen. Siguiendo con este planteamiento, incluso sabiendo que en el futuro recibirán una renta mayor, los individuos no pueden pedir un préstamo para mantener el nivel de consumo actual.

			Esta teoría pone de manifiesto la sensibilidad del consumo y del ahorro ante fluctuaciones del nivel de renta, sobre todo para los individuos con rentas más bajas, ya que tendrán una mayor propensión marginal a consumir.

			De esta forma, si aparecen fuertes restricciones al crédito, como las observadas en la economía española durante la crisis económica, el consumo se reducirá, incidiendo sobre el nivel de ahorro, ya que previsiblemente aumentará, ante las malas expectativas económicas. En función del nivel de renta y de la prolongación en el tiempo de esas restricciones al crédito, el nivel de ahorro también se verá afectado. Los individuos aumentarán su aversión al riesgo, reduciendo su nivel de consumo y aumentando su ahorro, en previsión a lo que pueda pasar.

			La fiscalidad también influye en el nivel de ahorro (FELDSTEIN, 1988). Las variaciones en los impuestos, suelen venir acompañadas con una modificación, en sentido contrario, del ahorro privado. Así, si suben los impuestos, el nivel de ahorro bajará, mermando la capacidad de consumo de las familias y los individuos. Por lo tanto, las variaciones en los impuestos afectarán al consumo y al ahorro, debido a las restricciones de liquidez (POTERBA, 1988).

			Siguiendo con esta argumentación, un aumento de la presión fiscal provocará un descenso en la tasa de ahorro familiar. Si la rentabilidad del ahorro es baja, por ejemplo, por la elevada carga tributaria soportada, esto provocará un descenso en el nivel de ahorro, aumentando el endeudamiento de las familias, ante la escasa rentabilidad del ahorro. En consecuencia, podría ser recomendable reducir los niveles de ahorro, ya que el coste de utilizar el crédito resulta muy bajo.

			Las condiciones de incertidumbre también pueden alterar las decisiones de ahorro (MODIGLIANI, 1949). Uno de los motivos que hay detrás del ahorro es destinar parte de la renta para potenciales situaciones desfavorables, por ejemplo, sufrir un accidente de trabajo o perder el empleo. Esto es lo que se conoce como el motivo de preocupación del ahorro frente a los riesgos. Si la probabilidad de que esto suceda es elevada, en la medida de las posibilidades, se destinará una mayor parte de la renta al ahorro, ante el temor de perder la principal fuente de ingresos.

			La solidaridad puede condicionar las decisiones de ahorro. El comportamiento en relación al ahorro puede verse condicionado por el deseo de dejar una herencia o un patrimonio a los familiares. Este sería el planteamiento del modelo multigeneracional de BARRO (1974). Así, en la función de utilidad del ahorro, además del deseo de tener renta suficiente para la jubilación, también se puede incluir dejar recursos a sus herederos. Esto puede producirse, tanto al final de la vida del individuo (herencia) como mientras se vive (donación). Esta idea se sustenta en que el nivel de ahorro tan elevado no parece que se deba únicamente para la jubilación, tal y como señala el MCV (KOTLIKOFF, 1981; KOTLIKOFF y SUMMERS, 1981).

			Por lo tanto, los individuos no solo ahorran pensando en ellos mismos, sino en su familia más inmediata. El ahorro tendría una componente altruista, a diferencia del MCV, en el que el individuo solo pensaba en sí mismo. En el modelo de solidaridad el horizonte temporal sería infinito, aunque la vida del individuo no lo sea. Además, se supone que esta transferencia de renta es en doble sentido. Por ejemplo, los progenitores pueden ahorrar para ayudar a sus hijos en las primeras etapas de su vida, pero cuando los padres se hacen mayores, son los hijos los que deben ahorrar para ayudarles económicamente.

			Los factores demográficos también influyen en las decisiones de ahorro. Así, las tasas de ahorro de los países con pirámides poblacionales más envejecidas, resultan por lo general más elevadas que en aquellos países con estructuras demográficas más jóvenes (ARGANDOÑA, 1994). Es evidente que el temor a no tener recursos suficientes aumenta con la edad, ya que la población más joven tiene mucho más tiempo para obtener rentas. De ahí, este diferente nivel de preferencias respecto al ahorro en función de la estructura demográfica. Los países con una estructura poblacional más envejecida, como los europeos, suelen tener una proporción de ahorro respecto a su renta superior a otros países con menor población mayor.

			La acumulación de fondos líquidos también permite explicar el ahorro de las familias e individuos. Así, la adquisición de bienes duraderos, especialmente de viviendas, puede estar precedido, en ciertas ocasiones, por una acumulación de dinero (MARCHANTE, 1997). Finalmente, la perspectiva sociológica, que señala que sobre el ahorro confluyen varias dimensiones de carácter social. Así, el ahorro permite planificar la gestión financiera de las familias y, al mismo tiempo, sirve como refugio ante la incertidumbre y el riesgo. Puesto que el dinero garantiza seguridad, tranquilidad y despreocupación, las familias e individuos optan, siempre que sea posible, por ahorrar.

			7. CASO PRÁCTICO

			1. A partir de los supuestos del MCV considere un individuo con una esperanza de vida de 75 años, que comienza a trabajar a los 30, tras finalizar un grado y un doctorado. Suponga que el individuo se jubila a los 67 años. Finalmente considere que la renta anual mientras trabaja es de 40.000 euros.

			Teniendo en cuenta lo anterior responda a las siguientes cuestiones: i) determine su función de consumo lineal anual; ii) calcule el nivel de ahorro anual; iii) establezca el volumen total de ahorro y iv) cuantifique el desahorro total.

			2. Establezca las principales diferencias entre el modelo keynesiano, el MCV y el MRP en relación a los determinantes del ahorro para los individuos y las familias.

			8. RESUMEN. SÍNTESIS DE IDEAS CLAVE

			Las primeras teorías sobre la determinación del ahorro que pivotaban sobre la influencia de la renta disponible y de los tipos de interés se han visto ampliamente superadas. Los nuevos planteamientos, mucho más completos, incluyen una batería mucho más amplia de variables. Lo anterior permite una aproximación mucho más ajustada al comportamiento de los individuos y las familias respecto al ahorro.

			El modelo keynesiano del ahorro sostiene que la renta presente es la que determina el nivel de ahorro. El MEI, a diferencia del modelo keynesiano, se basa en los recursos que el individuo espera obtener a lo largo de la su vida y no de su renta presente. Para ello, el agente intenta establecer el patrón óptimo de consumo y ahorro, teniendo en cuenta la restricción intertemporal y el mapa de curvas de indiferencia de consumo que le garantice la misma utilidad. O, dicho de otra forma, intenta maximizar sus niveles de consumo y ahorro, teniendo en cuenta su restricción presupuestaria y su función de utilidad.

			Por su parte, el MCV considera que el horizonte de planificación del consumidor es toda su vida, de forma que el individuo ajusta su comportamiento en relación al consumo y al ahorro, a partir del tiempo que estima vivir. Además, el nivel de consumo no dependerá únicamente de las rentas obtenidas en cada momento, o renta corriente, sino de las posibles rentas obtenidas en un futuro, de las herencias, del ahorro, de la edad del individuo, de las expectativas laborales, etc. Se trata, por lo tanto, de un modelo dinámico y multidimensional. En este escenario los individuos tratan de acumular durante sus años de actividad cierto ahorro, que les posibilite mantener el mismo nivel de consumo durante los años de jubilación. Se trata, por lo tanto, de planificar adecuadamente sus decisiones durante toda su vida.

			El MRP establece que el consumo y, por lo tanto, también el ahorro de las economías domésticas y los individuos resulta proporcional a su renta durante toda su vida, entendida esta como la renta media que se estima que se obtendrá en su horizonte de planificación.

			Además de los planteamientos anteriormente expuestos, existen otras teorías que posibilitan aproximaciones alternativas para entender el comportamiento del ahorro de los individuos y las familias, que es preciso tenerlas también en cuenta.

			Así, el modelo de la renta relativa señala que el nivel de ahorro del individuo puede verse condicionado del consumo que hacen otros agentes a los que se quieren parecer, aunque su renta no sea tan elevada como para el grupo de referencia, lo que puede reducir su nivel de ahorro. También su nivel de ahorro puede verse condicionado por su consumo pasado. La teoría de las restricciones de liquidez sostiene que las decisiones de ahorro dependerán de la renta realmente obtenida y no de los ingresos potenciales.

			La fiscalidad también puede condicionar los niveles de ahorro, al determinar la renta disponible con la que cuentan los individuos. Lo mismo sucede con la incertidumbre económica, que puede significar una mayor propensión a ahorrar ante situaciones adversas. Además, resulta muy probable que los individuos determinen sus niveles de ahorro pensando no solo en su situación personal, sino en la de sus familiares, con el objetivo de dejarles, en vida o tras su fallecimiento, una parte de su riqueza.

			La demografía también puede influir en las decisiones de ahorro, ya que a medida que aumenta el colectivo de personas mayores, próximas a la edad de jubilación, se incrementa la necesidad de acumular fondos para poder enfrentarse a esta situación. Finalmente, sobre el ahorro confluyen múltiples dimensiones, de forma que sociológicamente el ahorro permite planificar la gestión financiera de las familias, al mismo tiempo que transmite seguridad ante la incertidumbre y el riesgo.

			Por lo tanto, la determinación del nivel de ahorro es algo complejo, ya que sobre las motivaciones del ahorro de los individuos y las familias influye un amplio conjunto de variables. Es más, los trabajos empíricos sobre los determinantes del ahorro no siempre arrojan resultados concluyentes, lo que es una muestra de lo complicado de esta cuestión.
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			10. CUESTIONARIO DE AUTOEVALUACIÓN

			1.El modelo de ahorro keynesiano se basa en un análisis microeconómico, a partir de una batería de variables que condicionan el comportamiento de los individuos y familias sobre las decisiones de inversión.

			2.El MEI se basa en un enfoque macroeconómico, donde las elecciones actuales no tienen efecto sobre el comportamiento del ahorro en el futuro.

			3.El MCV se basa en planificar el comportamiento en materia de ahorro de los individuos a lo largo de toda su vida.

			4.El MRP se basa en que la renta y, por lo tanto, el ahorro futuro dependen, en buena medida, de su comportamiento en el pasado más reciente.

			5.El modelo de la renta relativa tiene en cuenta los efectos que los impuestos puede tener sobre los niveles de ahorro de los individuos.

			6.Un mayor grado de incertidumbre económico se traducirá en menores preferencias por el ahorro.

			7.Cuanto mayor sea la población de más edad sobre la estructura demográfica, menor será la proporción de la renta que se destinará al ahorro.
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